
Santiago, diecinueve  de octubre de dos mil veintid s.ó

       VISTOS: 

      En este procedimiento sumario sobre acci n reivindicatoria previstaó  

en el art culo 26 del Decreto Ley 2.695, tramitado ante el Cuarto Juzgadoí  

de  Letras  de  Talca  bajo  el  Rol  C-1.463-2018,  caratulado  Sociedad“  

Pesquera Gonz lez Limitada con Jos  Osvaldo Toloza Berr os , medianteá é í ”  

sentencia de diecisiete de septiembre de dos mil diecinueve se rechaz  laó  

demanda y se omiti  pronunciamiento sobre la acci n reconvencional deó ó  

prescripci n adquisitiva, sin costas.ó

La actora principal impugn  lo resuelto mediante recursos de casaci nó ó  

en la forma y apelaci n y en pronunciamiento de veintitr s de septiembreó é  

de dos mil veinte, la Corte de Apelaciones de esa ciudad rechaz  el libeloó  

de nulidad y confirm  lo decidido en primer grado.ó

Contra esta ltima decisi n,  la  misma parte  interpone recursos  deú ó  

casaci n en la forma y en el fondo.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó

     CONSIDERANDO:

Sobre el recurso de casac i n en la forma.ó

PRIMERO: Que la recurrente aduce que la sentencia incurre en la 

causal de invalidaci n formal contenida en el quinto numeral del art culoó í  

768 del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n al requisito previsto enó ó  

el  N  4 del  art culo  170 del  mismo cuerpo legal,  acusando que no fue° í  

considerada ni  valorada  ntegramente la  prueba instrumental  rendida ení  

juicio, as  como los expedientes ordenados traer a la vista, omisi n que, ení ó  

su  opini n,  explica  por  qu  los  sentenciadores  concluyen  que  el  retazoó é  

reclamado  no  se  encuentra  debidamente  singularizado,  defecto  que 

atribuyen  a  su  parte  en  lo  relativo  a  sus  deslindes  y  ubicaci n  de  eseó  

terreno.

Sin embargo, explica quien recurre, de esos antecedentes que constan 

en autos se desprende que el demandado regulariz  la posesi n que adujoó ó  

tener en virtud del Decreto Ley 2695 de 1979, obteniendo un t tulo queí  

indica los deslindes del predio saneado, dos de los cuales colindan con el 

inmueble  de  propiedad  de  la  impugnante,  constando  adem s  en  eseá  

procedimiento administrativo que el retazo se emplaz  dentro del per metroó í  
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de la propiedad de la demandante, de una cabida de 107 hect reas. A suá  

vez,  el  experto  que elabor  el  peritaje  de  autos  superpuso el  plano deló  

inmueble de mayor extensi n, el de la superficie saneada, el elaborado conó  

ocasi n  de  la  expropiaci n  practicada  para  la  ejecuci n  de  la  Obraó ó ó  

Concesi n  Internacional  Ruta  5 Sur  y  el  levantamiento  topogr fico  queó á  

realiz  respecto  de  ambos  predios,  coligiendo  que  la  superficie  que  fueó  

regularizada por el demandado pertenec a al terreno de propiedad de laí  

actora.

Acusa, en consecuencia, la falta de un an lisis minucioso de aquellosá  

medios probatorios y asegura que ese examen conduce a concluir que s“ í 

existe individualizaci n del retazo de terreno que fue regularizado por laó  

demandada en virtud de lo dispuesto en el Decreto Ley N 2695 . ° ”

Refiere igualmente que en la demanda se indicaron los deslindes del 

retazo reclamado del mismo modo que lo informa la Resoluci n N 1239 deó °  

29 de mayo de 2017 dictada en el expediente administrativo en el que se 

accede a la solicitud de regularizaci n de la aludida superficie, t tulo inscritoó í  

a fojas  5694 n mero 5522 del  Registro de Propiedad del  a o  2017 delú ñ  

Conservador  de  Bienes  Ra ces  de  Talca,  siendo  incomprensible  que  losí  

jueces estimen que el inmueble materia del juicio no est  individualizado siá  

con los mismos antecedentes que obran en autos la autoridad administrativa 

“puede "atribuir" el dominio a una persona .”

Por otra parte, el fallo tampoco considera que la propia demandada 

reconoci  ser  poseedora  del  inmueble  que  su  parte  reclama,  sin  haceró  

reparo alguno acerca de su individualizaci n, con la superficie y deslindesó  

que fueron indicados en el libelo pretensor. 

Igualmente, da cuenta que la sentencia de segundo grado advierte en 

la  de  primera  instancia  una  falta  de  valoraci n  de  los  elementos  deó  

convicci n  y  una  carencia  en  su  fundamentaci n,  pues  admite  que  eló ó  

tribunal  se  pronuncia  sobre  la  prueba  documental  acompa ada  por  lañ  

demandante en alguna medida . No obstante, inmediatamente afirma que“ ”  

esa prueba es inid nea para modificar lo resuelto, sin analizarla. Entonces,ó  

como no corrige ni subsana ese defecto, hace suyos los vicios en que incurre 

el dictamen de primer grado.
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Arguye, en consecuencia, que si los jueces no hubiesen incurrido en 

las  aludidas  inadvertencias  habr an  tenido  por  cumplido  el  requisito  deí  

singularizaci n del inmueble que se reivindica, acogiendo la demanda, yaó  

que tambi n se comprob  el dominio de la recurrente sobre ese retazo y elé ó  

demandado admiti  poseerlo. ó

SEGUNDO:  Que  en  relaci n  a  la  falta  de  an lisis  de  losó á  

antecedentes a que se refiere la recurrente, el quinto numeral del art culoí  

768 del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n al 4 del art culo 170 deló ó í  

mismo  C digo  prev ,  como  motivo  de  nulidad  formal:  La  falta  deó é “  

consideraciones  de  hecho o  de  derecho que sirven  de  fundamento  a  la 

sentencia , por cuanto sabido es que la existencia de motivaciones en una”  

decisi n constituye una garant a del debido proceso. ó í

Para entender satisfecha la exigencia impuesta a los jueces, relativa a 

la argumentaci n de la decisi n, es imperioso que el fallo se haga cargo deó ó  

las argumentaciones y planteamientos de las partes y analice debidamente 

las probanzas rendidas en juicio con relaci n a las materias discutidas enó  

autos, desarrollando adem s las razones que deben tenerse en cuenta paraá  

otorgarles o negarles m rito probatorio.é

En la especie, es dable advertir que, efectivamente, los sentenciadores 

no  explicitan  suficientemente  las  consideraciones  tenidas  en  cuenta  para 

desestimar  el  valor  probatorio  de  los  antecedentes  a  que  se  refiere  la 

impugnante, concluyendo adem s que el predio materia del juicio no está á 

debidamente individualizado,  en circunstancias que la actora lo describió 

con suficiencia.

Empero, esa constataci n no permite acceder al arbitrio anulatorio,ó  

pues tales inadvertencias carecen de influencia sustancial en lo resolutivo del 

fallo. 

Sin perjuicio de lo que se se alar  al analizar el recurso de casaci nñ á ó  

en el fondo que tambi n ha deducido la demandante, debe anticiparse queé  

ninguno  de  los  instrumentos  que  esa  parte  aduce  preteridos  permite 

comprobar,  conforme  lo  exige  el  art culo  889  del  C digo  Civil,  laí ó  

concurrencia de todos los requisitos de procedencia de la acci n que ha sidoó  

intentada al amparo de lo previsto en el art culo 26 del Decreto Ley 2.695. í
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En  efecto,  la  descripci n  del  retazo  que  la  actora  se ala  en  suó ñ  

demanda  resulta  suficiente  para  advertir  que  pretende  la  restituci n  deló  

inmueble que el demandado regulariz  mediante el procedimiento previstoó  

en el Decreto Ley N  2.695. Pero no es esa la deficiencia que impide acoger°  

su  pretensi n  sino  la  imposibilidad  de  colegir,  con  el  m rito  queó é  

proporciona  el  material  probatorio  de  la  causa,  que  ese  retazo  haya 

formado parte del inmueble sobre el cual la impugnante ostenta posesi nó  

inscrita, como pasa a explicarse.

TERCERO: Que la inscripci n que exhibe quien recurre y que rolaó  

a fojas  3704 n mero 2881 del  Registro de Propiedad del  a o  1994 delú ñ  

Conservador de Bienes Ra ces de Talca ense a que la propiedad agr colaí ñ í  

denominada  Fundo  San  Antonio,  ubicado  en  San  Rafael,  comuna  de 

Pelarco,  se  encuentra  inscrita  a  nombre  de  la  actora.  Empero,  solo 

menciona los deslindes generales del predio, sin indicar la extensi n de cadaó  

uno de ellos ni la superficie total del inmueble. La nica referencia sobreú  

cabida  es  la  que  se  se ala  a  prop sito  de  una  expropiaci n  parcialñ ó ó  

practicada en el a o 1994, por 18.885 metros cuadrados y otra que apareceñ  

anotada  el  a o  2013  al  margen  de  la  inscripci n,  por  6.264  metrosñ ó  

cuadrados, superficie que tambi n fue expropiada.é

La longitud  de  los  deslindes  y  la  cabida  del  predio  de  la  actora 

tampoco son informados en la compraventa de 6 de junio de 1994 que 

sirvi  de t tulo para la adquisici n, ni en las anteriores inscripciones de fojasó í ó  

1518 n mero 693 del citado Registro del a o 1990 y de fojas 326 vueltaú ñ  

n mero  398  del  mismo Registro  del  a o  1968,  ambos  del  mencionadoú ñ  

Conservador de Bienes Ra ces. Tampoco fue acompa ado un plano que aí ñ  

la poca de aquellas inscripciones dominicales diera cuenta de esos aspectosé  

ni de la particularidad del predio transferido, instrumento que al decir de 

los  testigos  de  la  parte  demandada  que  asesoraron  el  proceso  de 

saneamiento de la propiedad demandada, no existe.

CUARTO: Que la actora expresa en su demanda que la propiedad 

presenta una superficie de 103,7 hect reas, acompa ando para estos efectosá ñ  

un  levantamiento  topogr fico.  Adem s,  en  su  recurso  de  casaci ná á ó  

manifiesta  que  en  el  expediente  administrativo  consta  un  certificado  de 

aval o  del  a o  2014  que  demuestra  que,  a  ese  entonces,  su  inmuebleú ñ  
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presentaba una superficie de 107 hect reas, esto es, con posterioridad a laá  

segunda expropiaci n del Fisco de la superficie de 6.264 metros cuadrados yó  

que en la actualidad corresponden al denominado Lote de Terreno N  3,°  

seg n se lee de la inscripci n de fojas 13420 N  6481, de 19 de agosto deú ó °  

2013 del Registro de Propiedad a cargo del Conservador de Bienes Ra cesí  

que ya ha sido citado. 

Sin embargo, el predio que el demandado inscribi  a su nombre aó  

fojas 5694 n mero 5522 del a o 2017 en el mismo registro conservatorio, yú ñ  

que corresponde al retazo que reclama la actora, tiene una superficie de 

1,33 hect reas.á

Entonces,  si  esa  porci n  formaba  parte  del  inmueble  de  laó  

demandante y si se considera que al a o 2014 el bien ra z presentaba unañ í  

cabida de 107 hect reas, como afirma quien recurre, el saldo restante y queá  

corresponder a a la cabida original menos la superficie regularizada, ser a deí í  

105,67 hect reas,  es decir,  superior a las 103,7 hect reas que expresa laá á  

demanda, lo que tambi n sucede si el certificado de aval o fiscal que seé ú  

menciona en el recurso estuviese desactualizado y no considerara la ltimaú  

expropiaci n, que es de 6.264 metros cuadrados.ó

Ahora, si se tuviera por cierto que la cabida del predio en el a o 2014ñ  

es la que informa el certificado de aval o de ese a o, la superficie que en suú ñ  

demanda la actora asigna al predio, sumando lo reivindicado, es inferior a 

la que menciona el aludido certificado.

QUINTO: Que, a su turno, el informe topogr fico acompa ado a laá ñ  

demanda no aclara la diferencia reci n mencionada y, tal como adviertené  

los sentenciadores,  de l  é tampoco se desprende las  referidas  medidas o“  

longitud de los deslindes, as  como tampoco la ubicaci n precisa del retazoí ó  

que se pretende reivindicar, circunstancias que tampoco constan del croquis  

agregado  al  expediente  administrativo  que  dio  lugar  a  la  inscripci n  aó  

nombre del demandado”.

SEXTO: Que,  por  su  parte,  en  el  expediente  administrativo 

formado  a  prop sito  de  la  solicitud  de  regularizaci n  intentada  por  eló ó  

demandado, el siguiente antecedente que la impugnante aduce soslayado, 

consta el pre-informe jur dico de 28 de abril de 2015, que si bien relacionaí  

al predio con el rol de aval o 8085-36 -documento que menciona comoú  
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propietaria a la sucesi n Marcelino Gonz lez quien de acuerdo al t tulo deó á í  

la actora ser a la vendedora del inmueble en cuesti n- tambi n da cuentaí ó é  

que el  demandado accedi  al  inmueble  por donaci n  o autorizaci n  deó ó ó  

Marcelino Gonz lez Hern ndez en el a o 1987, quien no ten a claro si elá á ñ í  

terreno se encontraba amparado por su t tulo de dominio. Se se ala en eseí ñ  

pre-informe que  Este retazo carece de inscripci n conservatoria, pues el“ ó  

donante o quien hizo entrega de esos terrenos posteriormente en el a oñ  

1994 lo conservado a la Sociedad Pesquera Gonz lez Limitada, terreno queá  

est  separado f sicamente de este inmueble por un canal de regad oá í í .”

A su  turno,  en  el  Informe T cnico  de  6  de  octubre  de  2015  seé  

manifiesta  que  el  predio  en  v as  de  regularizaci n  í ó se  encuentra“  

efectivamente amparado por el Rol N  8085-36 (Vecino), que registra una°  

superficie de 107 hect reas Adem s, los t tulos acompa ados se refieren ená … á í ñ  

mayor cabida al  mismo inmueble. El rol ampara en mayor cabida a la  

Hijuela N   --- de superficie aproximada de 1,33 h s.° á , a adiendo: ” ñ Como“  

el inmueble carece tanto de t tulo inscrito como rol de aval o se indica elí ú  

8085-36  de  la  comuna  de  San  Rafael,  que  corresponde  al  terreno  

colindante con la finalidad de calcular el aval o proporcional ,ú ”  menci nó  

que tambi n contiene el Informe Jur dico elaborado en la misma fecha. é í

S PTIMOÉ :  Que  es  probable  que  el  nuevo  estudio  t cnico  queé  

consta  en el  cuaderno administrativo fue  requerido  para esclarecer  si  el 

predio sometido a regularizaci n formaba parte del inmueble aleda o queó ñ  

pertenece a la actora. Ese informe t cnico complementario suscrito por elé  

t cnico top grafo Claudio Bravo Dom nguez expresa que de acuerdo a loé ó í  

averiguado en el Servicio de Impuestos Internos, la ubicaci n geogr fica deló á  

inmueble, mosaico de roles y bases de datos  el predio materia de esta“…  

inscripci n  se  encontrar a efectivamente dentro del  per metro del  rol  deó í í  

aval o 8085-36, de la Comuna de San Rafael ,ú ”  como destaca la recurrente 

en su recurso. Pero el informe tambi n se ala que la superficie de ese rolé ñ  

-107 hect reas-  es  muy superior  a la  cabida del  terreno pose do por laá í  

sociedad Pesquera Gonz lez Limitada, que el dibujo de rol se extiende aá  

ambos lados de la Ruta 5 Sur, lo que tampoco corresponde a los terrenos 

de dicha sociedad y concluye que “el referido Rol de  aval o no da certezaú  

alguna de corresponder a la realidad de un inmueble .”  
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Tambi n destaca que han existido tres mutaciones de dominio delé  

inmueble inscrito a nombre de la demandante incluida una compraventa–  

del a o 2015 en la que la actora vendi  el inmueble a la Sociedad Agr colañ ó í  

Corylus  Limitada,  contrato  posteriormente  resciliado-  y  ninguno de  esos 

actos ha perturbado al demandado Jos  Toloza. é

Tales  informaciones  son  consideradas  en  el  Informe  Jur dicoí  

complementario, que recomienda acceder al saneamiento, ya que no existe“  

inscripci n conservatoriaó ”.

 Finalmente,  la  Resoluci n  Definitiva Exenta N  01230,  de 29 deó °  

mayo de 2017 accede a lo pedido y ordena practicar la correspondiente 

inscripci n dominical del retazo materia de la regularizaci n, a nombre deló ó  

demandado.

OCTAVO: Que la  recurrente  tambi n  denuncia  que  el  fallo  noé  

analiza ni pondera el informe pericial elaborado en autos. No obstante, los 

jueces s  se refieren a esa probanza, explicando que í las longitudes de los“  

respectivos deslindes tampoco quedan determinadas en el informe pericial  

agregado bajo el folio 89, de manera que no se advierte de que manera el  

perito de autos pudo establecer la ubicaci n georeferencial del retazo queó  

reivindica,  pues como se ha dicho,  la demanda no hace referencia a la  

longitud  de  cada  uno  de  los  deslindes  del  retazo  en  cuesti nó ”,  siendo 

manifiesto,  entonces,  que  el  fallo  no  soslaya  esa  probanza  sino  que  la 

descarta por las razones mencionadas.

Luego, en este preciso aspecto no se configura el vicio invocado por la 

recurrente, pues la  sentencia no carece de fundamentaciones.  Distinto es 

que ella  no se  ajusten  a  la  tesis  sustentada  por aquella  parte,  pero esa 

desavenencia  no  conlleva  ni  demuestra  que  la  sentencia  carezca  de  las 

consideraciones necesarias sobre los asuntos que aquejan a la impugnante. 

Antes bien, la denuncia obedece a la manera en que en su opini n deb aó í  

haberse ponderado esa probanza. 

Y por lo dem s, esa probanza tampoco permite concluir que el predioá  

que reclama la actora le pertenezca, pues el perito arriba a esa conclusi nó  

mediante  el  ejercicio  de  superponer  tres  planos  y  un  levantamiento 

topogr fico. Pero el primero de esos planos es el mismo que acompa  laá ñó  

actora -elaborado por Hern n Fuentes-  que determin  una superficie deá ó  
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103,7 hect reas, antecedente que, como se vio, fue descartado en el fallo porá  

no  informar  las  referidas  medidas  o  longitud  de  los  deslindes  mismo–  

defecto  observado  en  los  t tulos-  y  que  se  contrapone  adem s  con  losí á  

antecedentes reunidos en el procedimiento administrativo. El tercer plano 

que  consider  el  peritaje  es  aquel  que  se  elabor  para  el  proceso  deó ó  

expropiaci n para la ejecuci n de la Obra Concesi n Internacional Ruta 5ó ó ó  

Sur, en el que se individualiza el lote de Terreno N  3, de propiedad de°  

Sucesi n Marcelino Gonz lez Hern ndez, hoy Sociedad Pesquera Gonz lezó á á á  

Ltda, refiriendo el perito, a este respecto, que ese antecedente confirma que 

el retazo saneado formaba parte del predio de la actora. 

Empero, lo obrado en la gesti n voluntaria rol 180-2000 tramitadaó  

ante el Primer Juzgado Civil de Talca tampoco da cuenta que la superficie 

materia  de  expropiaci n  haya  pertenecido  a  la  sucesi n  hereditaria  queó ó  

antecedi  en el dominio del inmueble a la actora. Los antecedentes de eseó  

proceso  fueron  aportados  por  la  entidad  expropiante  y  solo  refieren  un 

presunto dominio de aquella sucesi n, al vincularla con el rol de aval oó ú  

8085-36, rol que, como se pudo advertir en el an lisis del procedimiento deá  

regularizaci n de la propiedad iniciada por el demandado,ó  no da certeza“  

alguna de corresponder a la realidad de un inmueble”. 

Con todo, conforme a los antecedentes reunidos en esta causa, a ese 

entonces  el  demandado  ya  pose a  materialmente  la  propiedad  que  laí  

recurrente le disputa y no existen evidencias que permitan concluir que la 

franja expropiada formara parte del inmueble regularizado, por lo que la 

alusi n que el peritaje realiza a ese procedimiento tampoco resulta relevanteó  

para definir el conflicto suscitado en autos.

NOVENO:  Que el art culo 768 del C digo de Procedimiento Civilí ó  

autoriza al tribunal para desestimar el recurso de casaci n en la forma si deó  

los  antecedentes  aparece  de  manifiesto  que  el  recurrente  no  ha  sufrido 

perjuicio reparable s lo con la invalidaci n del fallo o cuando el vicio no haó ó  

influido en lo dispositivo del mismo, puesto que para la interposici n de unó  

recurso de casaci n como el que se viene estudiando se requiere, adem s deó á  

otras  exigencias,  que  sea  deducido  por  la  parte  agraviada,  por  cuanto 

diferentes requisitos comparte el  recurso de casaci n con los recursos enó  
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general, siendo una de ellas precisamente el agravio que debe manifestar y 

soportar quien lo interpone.

Sucede entonces, a la luz de lo reci n reflexionado, que el m rito delé é  

proceso  da  cuenta  de  la  improcedencia  que  en  este  punto  presenta  el 

arbitrio  formulado,  ya  que  aun  coincidiendo con  la  recurrente  sobre  la 

efectividad de haberse  incurrido en las  omisiones  que  acusa,  igualmente 

corresponder a  decretar  el  rechazo  de  la  demanda,  por  no  haberseí  

comprobado los requisitos previstos en el art culo 889 del c digo sustantivo.í ó

D CIMO:  É Que,  en  consecuencia,  el  recurso  de  casaci n  en  laó  

forma no puede prosperar.

Sobre el recurso de casac i n en el fondo.ó

UND CIMO:  É Que aduciendo la recurrente razones similares a las 

esgrimidas en su recurso de casaci n en la forma, en su libelo de nulidadó  

sustantiva acusa que la sentencia viola las normas reguladoras de la prueba 

instrumental rendida por su parte, sosteniendo ahora que la falta de an lisisá  

y  ponderaci n  de  los  documentos  que  menciona  importa  eló  

quebrantamiento de los  art culos  342,  346 del  C digo de Procedimientoí ó  

Civil, en relaci n con los art culos 1700, 1702, 1706 y, como consecuenciaó í  

de esa infracci n, la transgresi n del art culo 889 del C digo Civil.ó ó í ó

As ,  asevera  que  el  rechazo  de  la  demanda  ninguna  referenciaí  

contiene a la prueba documental,  la que deb a ser valorada conforme aí  

derecho. De ese modo, asegura, se habr a tenido por justificados los hechosí  

sostenidos  en  la  demanda  y,  particularmente,  el  cumplimiento  de  los 

presupuestos de la acci n reivindicatoria incoada. ó

Reitera que el fallo no otorg  valor probatorio de instrumento p blicoó ú  

a la copia autorizada y no objetada de la inscripci n fojas 3704 n meroó ú  

2881 del Registro de Propiedad del a o 1994 del Conservador de Bienesñ  

Ra ces  de Talca,  que acredita que su parte  es  due a del  predio rusticoí ñ  

denominado  Fundo  San  Luis  (debi  decir  San  Antonio ),  con  los“ ” ó “ ”  

deslindes  generales  que indica.  Lo propio acontece con el  levantamiento 

topogr fico  del  Fundo  San  Antonio  realizado  por  el  Ingeniero  Forestalá  

Hern n  Fuentes  Marchandon,  antecedente  que  hace  referencia  a  laá  

superficie sobre que recae la totalidad de ese inmueble donde se encuentra 

emplazado el retazo cuya reivindicaci n se exige. El documento privado noó  
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fue objetado y en los t rminos indicados en los art culos 1702 y 1706 delé í  

C digo  Civil,  hace  plena  prueba  del  hecho  de  que,  excluyendo  lasó  

expropiaciones de que fue objeto, el inmueble de dominio de la recurrente 

actualmente tiene una superficie de 103,7 hect reas. á

La misma omisi n  se  alega  respecto de la  copia  autorizada de laó  

inscripci n  del  demandado  de  fojas  5694 n mero 5522 del  Registro  deó ú  

Propiedad del a o 2017 del Conservador de Bienes Ra ces de Talca que,ñ í  

conforme a su naturaleza, acredita que el demandado regulariz  en virtudó  

del Decreto Ley N  2695 el retazo de terreno que all  se indica, el que de° í  

acuerdo a sus t tulos  se encuentra dentro del inmueble de propiedad deí  

quien recurre, limitando en dos de sus deslindes con aquella heredad. 

Tampoco  fue  ponderada  la  copia  de  plano  confeccionado  por 

Francisco Adasme Apaz y agregado bajo el N  2061 al final del Registro de°  

Propiedad del Conservador de Bienes Ra ces de Talca del a o 2017, que daí ñ  

cuenta  de  la  ubicaci n  del  retazo  de  1.33  hect reas  que  el  demandadoó á  

regulariz  ante  el  Seremi  de  Bienes  Nacionales  y  que  corresponde  aló  

inmueble Rol de aval o 8085-36, el que colinda en dos extremos con laú  

porci n regularizada, infringiendo el fallo el valor de plena prueba que leó  

asignan los art culos 346 N 3 del C digo de Procedimiento Civil, 1702 yí ° ó  

1706  del  C digo  Civil,  documento  que  es  coherente  con  los  dem só á  

antecedentes que constan en el expediente administrativo, el que tambi n esé  

preterido.

Afirma, por ende, que el  fallo infringi  las  leyes reguladoras  de laó  

prueba en materia  de prueba  instrumental  o  documental  y  que ello  ha 

influido  sustancialmente  en  lo  dispositivo  del  fallo  ya  que  de  haberse 

valorado  esas  probanzas  se  habr a  concluido  que  el  predio  reclamadoí  

declarado  se  encuentra  suficientemente  individualizado,  pues  no  es  un 

requisito indispensable para la individualizaci n que se indique de un modoó  

preciso y exacto la longitud expresado en metros u otra unidad de medida 

de los deslindes del retazo que se reclama, m xime si no fue controvertidoá  

su emplazamiento, rodeado por el bien ra z de mayor extensi n del queí ó  

formaba parte,  los  deslindes  de ese  retazo ni  su  posesi n  por  parte  deló  

demandado.
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Y, por ello,  esas  infracciones inciden a su vez en la violaci n  deló  

art culo 889 del C digo Civil, pues en la especie concurren los presupuestosí ó  

de procedencia de la acci n.ó

DUOD CIMO:É  Que,  como  se  dijo,  la  sentencia  desestim  laó  

acci n reivindicatoria al estimar los sentenciadores que  ó resulta imposible“  

determinar que el retazo que se reivindica forma parte del predio del actor,  

por cuanto se desconoce la ubicaci n precisa del retazo que se pretendeó  

reivindicar  y  su  relaci n  con  el  predio  de  la  demandanteó ”,  aserto  que 

concluyen  luego  de  advertir  que  la  individualizaci n  del  predio  que  seó  

indica  en  la  demanda  no  contiene  medidas  o  puntos  cardinales  que 

permitan determinar con precisi n la ubicaci n del retazo que se pretendeó ó  

reivindicar ni la longitud de sus deslindes, misma insuficiencia en la que 

incurre el plano topogr fico que la demandante acompa a como pruebaá ñ  

documental,  en el croquis agregado al expediente administrativo que dio 

lugar a la inscripci n a nombre del demandado y en el informe pericialó  

elaborado en autos, pues no es posible constatar de qu  manera el perito deé  

autos pudo establecer la ubicaci n georeferencial del retazo que reivindica sió  

la demanda y los t tulos de la actora no hacen referencia a la longitud deí  

cada uno de los deslindes del retazo en cuesti n, descartando asimismo laó  

prueba testimonial  rendida para esos  fines,  por su generalidad y porque 

resulta  inid nea  para  determinar  t cnicamente  las  dimensiones  de  losó é  

deslindes y su trazado.

D CIMO  TERCERO:É  Que,  ahora  bien,  en  relaci n  a  laó  

denuncia que plantea la  recurrente,  es  necesario aclarar  que la  falta  de 

an lisis de las piezas del expediente que reprocha la recurrente no puedeá  

justificar  la  interposici n  de  un  recurso  de  casaci n  en  el  fondo,  puesó ó  

semejante omisi n constituye un defecto de orden formal y no sustantivo, yó  

la  infracci n  debe  ser  denunciada  por  la  v a  procesal  id nea,  como deó í ó  

hecho sucedi .ó

No  obstante,  tampoco  es  posible  colegir  que  los  sentenciadores 

infringieran  las  normas  reguladoras  de  la  prueba  instrumental  a  que  se 

refiere la impugnante respecto de los antecedentes que menciona el fallo, 

pues no han desconocido la naturaleza de esos documentos. Lo que sucede 

es que la informaci n que proporcionan no resulta suficiente para formar laó  
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suficiente convicci n que condujera a acoger la demanda.  Y ese an lisisó á  

constituye un ejercicio que forma parte de las atribuciones exclusivas de los 

jueces que no es susceptible de ser revisado por la v a procesal que se vieneí  

analizando, aun cuando el resultado de ese examen no se corresponda con 

la particular manera en que la actora asigna valor a las pruebas que indica.

D CIMO CUARTOÉ : Que, con todo y en el mismo sentido que 

ya fue enunciado a prop sito de lo previsto en el art culo 768 del C digo deó í ó  

Enjuiciamiento Civil, el art culo 772 de ese mismo cuerpo normativo, ení  

armon a con lo estatuido en sus art culos 764 y 767 permite, como sustentoí í  

de la nulidad de la sentencia impugnada, el quebrantamiento de una o m sá  

normas  legales  contenidas en la  decisi n,  imponiendo a la  recurrente  eló  

deber de expresar circunstanciadamente en qu  consisten l o los errores deé é  

derecho de que adolece el fallo.

Pero adem s, con la misma rigurosidad, se exige la descripci n delá ó  

modo en que tales desaciertos han influido sustancialmente en lo dispositivo 

de la  sentencia  que trata  de invalidar,  ya  que,  como fue anticipado,  el 

agravio que debe manifestar y soportar quien interpone el arbitrio es una de 

las  diferentes  exigencias  que  comparte  el  recurso  de  casaci n  con  losó  

recursos en general.

Es este ltimo presupuesto el  que se extra a en el  recurso que seú ñ  

revisa y esa omisi n conduce indefectiblemente a desestimarlo pues, como seó  

dijo, con el m rito de lo obrado en el proceso y las probanzas que produjoé  

la actora, es ineludible concluir que aun cuando los jueces incurrieran en los 

defectos adjetivos que se les recrimina, igualmente la demanda no pod aí  

tener xito, en la medida que no es posible concluir que el retazo materiaé  

del  juicio pertenezca a la  actora por haber  formado parte  del  inmueble 

inscrito a su nombre a fojas 3704 n mero 2881 del Registro de Propiedadú  

del a o 1994 del Conservador de Bienes Ra ces de Talca.ñ í

Ninguna  de  las  probanzas  del  proceso  permite  colegir 

indubitadamente esa circunstancia y el peritaje tampoco es suficiente para 

aclarar el defecto del t tulo que ostenta quien recurre, por las razones queí  

manifiestan los sentenciadores y aquellas que ya han sido suficientemente 

explicadas.  Luego,  la  acci n  no  ha  podido  prosperar,  no  por  unaó  

insuficiente  individualizaci n   del  terreno  en  disputa,  sino  porque  laó  
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posesi n inscrita que exhibe la actora no evidencia que esa superficie hayaó  

formado parte del inmueble de mayor extensi n, incerteza que no solo se haó  

presentado en esta causa pues ya se hab a manifestado en el procedimientoí  

de  regularizaci n  que  concluy  con  el  t tulo  que  favorece  a  la  parteó ó í  

recurrida, como fue latamente expuesto a prop sito del recurso de casaci nó ó  

en la forma. 

A  su  turno,  el  demandado  ostenta  un  largo  tiempo  de  posesi nó  

material,  incluso desde antes del a o 1994, cuando la actora adquiri  elñ ó  

inmueble. Y no hay antecedentes que demuestren que desde esa data hace–  

casi 28 a os- la demandante intentara la restituci n que ahora pretende oñ ó  

que la posesi n material del demandado se viera alterada cuando el Fiscoó  

expropi  a la actora parte del terreno de mayor extensi n en el a o 2013,ó ó ñ  

cuando esa parte decidi  transferirlo a un tercero en el a o 2015 o con laó ñ  

posterior resciliaci n de esa compraventa.ó

D CIMO QUINTO:É  Que la acci n que ha deducido la actora seó  

sustenta en el poder de persecuci n y la inherencia del derecho con la cosa,ó  

propio de todo derecho real y muy en particular del derecho de propiedad. 

Por esta acci n el actor no pretende que se declare su derecho de dominio,ó  

puesto que afirma tenerlo por lo que el reconocimiento que sobre ello se–  

contiene en la petici n del libelo de autos no resulta relevante- sino queó  

demanda al juez que lo haga constatar o reconocer y, como consecuencia 

de ello, ordene la restituci n de la cosa a su poder por el que la posee. Enó  

otras  palabras,  es  la  acci n  que  tiene  el  due o  no  poseedor  contra  eló ñ  

poseedor no due o.ñ

En cuanto al objeto de la acci n, se ha dicho que ste consiste en:ó é  

Reclamar la posesi n de la cosa, o m s propiamente, la cosa misma, ya“ ó á  

que con relaci n a ella ejerce los actos el poseedor. Dijimos que lo normaló  

era que la posesi n y el dominio se encontraran reunidos en una sola manoó  

pero que pod a darse el caso de que una persona perdiera la posesi n deí ó  

una cosa, conservando el dominio de ella. Se ha roto en este caso el estado 

normal y corriente de las cosas, y en estas circunstancias, la ley autoriza al 

propietario para reclamar la cosa de quien la tenga. Entonces, el objeto de 

la reivindicaci n no es, como vulgarmente se cree, el derecho de dominio;ó  

no es ese derecho lo que se reclama, porque si fuera el dominio lo que se ha 

HSTYXBQMQBW



perdido, no podr an ejercitarse estas acciones que competen al due o de laí ñ  

cosa . (Arturo Alessandri Rodr guez, Derecho Civil, Los Bienes, Primer A o” í ñ  

Tomo II, Editorial Lex, p ginas 198, 199). Esta misma distinci n observaá ó  

don Daniel Pe ailillo A. en Los Bienes, La Propiedad y Otros Derechosñ “  

Reales . Editorial Jur dica de Chile, 1  Edici n, Santiago, 2011).  ” í ° ó

En consecuencia,  siendo el  derecho de dominio sobre el  inmueble 

materia de reivindicaci n un presupuesto indispensable para acceder a laó  

restituci n  pretendida,  la  imposibilidad  de  reconocer  esa  propiedadó  

determina, en la especie, que bajo ninguna circunstancia la demanda pod aí  

ser acogida.

D CIMO  SEXTO:  É Que  las  circunstancias  descritas  en  los 

razonamientos  que  anteceden  conducen  indefectiblemente  a  rechazar  el 

recurso de casaci n interpuesto. ó

Y visto adem s lo dispuesto en los art culos 765, 767, 768, y 772 delá í  

C digo de Procedimiento Civil, ó se rechazan los recursos de casaci n en laó  

forma y en el fondo deducido por el abogado David Vargas Aravena, en 

representaci n de la parte demandante, en contra de la sentencia dictadaó  

por la Corte de Apelaciones de Talca el veintitr s de septiembre de dos milé  

veinte.

Reg strese y devu lvase. í é

Redacci n a cargo del ministro se or Mera M. ó ñ

N  132.137-2020.°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Mauricio Silva C., Sr. Rodrigo Biel M. (s), Sr. Juan Manuel Mu oz P. (s),ñ  

Sr. Ra l Mera M. (s) y Abogado Integrante Sr. Ra l Fuentes M.  ú ú

No  firman  los  Ministros  (s)  Sr.  Biel  y  Sr.  Mera  no  obstante  haber 

concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por estar con licencia 

m dica el primero y haber terminado su periodo de suplencia el segundo.é
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null

En Santiago, a diecinueve de octubre de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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